Comisión de Hacienda Versión Taquigráfica N* 356 de 
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IMPUESTO A LAS EJECUCIONES JUDICIALES 


Se modifican normas relativas a su pago 


EMPRESAS QUE CONTRATEN SERVICIOS TERCERIZADOS 
CON ORGANISMOS ESTATALES 


Se dictan normas relativas a los salarios mínimos que 
deban percibir sus empleados 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 9 de noviembre de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Alfredo Asti, Presidente y Jorge Gandini, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Amorín, Eduardo Brenta, Javier Cha, José Carlos Cardoso, 
Roberto Conde, Carlos González Alvarez, Pablo Pérez González e Iván Posada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Propongo que la Comisión de Hacienda invite al señor Ministro 
Astori en los próximos días, para recibir sus explicaciones sobre la reforma tributaria que ha hecho 
pública el día lunes a distintas organizaciones. Hasta ahora nos hemos enterado de la reforma por la 
prensa y por la página web. 


SEÑOR POSADA.- Sin perjuicio del planteo que realiza el señor Diputado González Álvarez, 
considero importante que se nos envíe el material que ha servido de fundamento para hacer esta 
propuesta, a fin de que sea distribuido entre los miembros de la Comisión. Me refiero al trabajo de 
Roca y Barreix, que tengo entendido que es bastante voluminoso. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Me parece correcta la moción del señor Diputado González Álvarez, y 
adherimos a ella. Nos hemos enterado por la prensa de una modificación que parece bien profunda, al 
menos en algunas áreas del sistema tributario. En la medida en que el señor Ministro Astori ya se ha 
reunido con algunas organizaciones, por ejemplo las empresariales, me parece bien lógico que venga al 
Parlamento a decirnos cuál es su proyecto, ya que en definitiva es aquí donde lo vamos a votar o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con la necesidad de que esta Comisión conozca los fundamentos del 
proyecto de ley que será remitido, como se ha anunciado, al inicio del próximo Período legislativo. 


Comentábamos con el señor Diputado González Álvarez antes de empezar la Comisión, que la idea que nos 
manifestara el señor Ministro era que luego de esta presentación iba a comenzar una ronda con todos los 
partidos políticos, porque esto es -como lo dijo claramente- un borrador, precisamente para ir recibiendo 
apreciaciones de los distintos actores políticos, sociales y económicos. Este no es un proyecto definitivo, 
aunque obviamente es coincidente con la propuesta que se hizo originariamente por parte de nuestra fuerza 
política. En función de estos análisis que se van a hacer antes de oficializar un proyecto es que las etapas de 
su difusión son las que vamos conociendo: primero la presentación en el Acuerdo Nacional, conjuntamente 
con organizaciones sociales y empresariales, y luego a los sectores políticos. Seguramente se consultarán a 
las asociaciones de profesionales vinculadas directamente con el tema, y también a la Comisiones del 
Parlamento que tengan que ver. 


Nosotros vamos a tramitar la invitación. Aclaro que ese tema ya lo conversamos con el señor Ministro; él 
quería terminar esas rondas porque se pretende ir acercando más elementos que los que hoy se cuenta, para ir 
evaluando el proyecto definitivo. Haremos las invitaciones y la solicitud formal, incorporando el pedido del 
señor Diputado Posada con respecto a tener los elementos de base de estas propuestas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Tenemos a estudio el tema de la promoción y defensa de la competencia. Además de contar con dos 
proyectos originados de distinta forma, tenemos algunos artículos sustitutivos planteados al respecto. 
Nosotros entendemos conveniente citar a las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas - 
formalmente debería ser al señor Ministro de Economía y Finanzas, pero nos referimos al equipo económico 
que ha trabajado en la redacción del proyecto-, para analizar las diferencias que tenemos entre el proyecto 
remitido por el Poder Ejecutivo y el que, si no me equivoco, ya obtuviera media sanción en la Legislatura 
anterior y que a instancias de varios señores Diputados -entre los cuales me encuentro, pero 
fundamentalmente fue impulsado por el señor Diputado Posada- está a estudio de esta Comisión. 


Dada la urgencia que nos está marcando el calendario parlamentario con la proximidad del receso, propongo 
para la próxima reunión citar al Ministerio de Economía y Finanzas, para considerar este tema. 


SEÑOR POSADA.- ¿Quién encabezó el equipo que trabajó en esto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Subsecretario Mario Vergara. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la invitación al equipo del Ministerio de Economía y Finanzas 
que trabajó en este tema. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En la reunión anterior acordamos entre las distintas bancadas analizar las modificaciones del Senado al 
proyecto sobre impuesto a las ejecuciones judiciales. Comenzamos a hacerlo en la sesión anterior y habíamos 
llegado al consenso de que se habían desvirtuado los fundamentos del proyecto que aprobamos en Comisión 
y que hizo suyos el plenario de la Cámara. 


Vamos a repartir un informe que realicé para presentar al plenario rechazando las modificaciones del Senado 
y, por lo tanto, pasando el proyecto a la Asamblea General. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gandini) 


SEÑOR ASTI.- Hay varias modificaciones. A nuestro entender, hay una que es importante. En una 
discusión que tuvimos en su momento en la Comisión, decíamos que el objetivo de este proyecto era 
postergar el control del pago y no el pago, porque entendíamos que no teníamos facultades para 
determinarlo. Eso fue eliminado por la Cámara de Senadores, y entendemos que debemos volver a la 
idea original. 


Otra diferencia es la siguiente. Nosotros habíamos puesto: "Los que gestionen y obtengan auxiliatoria de 
pobreza (artículo 254 de la Constitución de la República)". Ellos optaron por eliminar el trámite y dejaron: 
"Los que obtengan auxiliatoria de pobreza". En Sala quedó claro que nuestra intención era que fuera más 
amplio el espectro y, por lo tanto, incluíamos a aquellos que habían solicitado la auxiliatoria de pobreza. Creo 
que esto no hace una gran diferencia, en función de análisis posteriores que hicimos con operadores de 
derecho, que afirman que ya en el primer escrito se solicita y, por lo tanto, el Juez no va a continuar hasta que 
no se sustancie ese incidente; no sé si es correcta la palabra. Por lo tanto, no habría inconveniente en 
mantener en este caso la posición del Senado. 


Hay otro cambio fundamental. Hemos leído la versión taquigráfica de la Comisión del Senado y no llegamos 
a comprender su fundamento. Nosotros preveíamos la hipótesis de que el Juez, por razones fundadas -en 
forma expresa, agregó el Senado, y no tenemos objeciones en ese sentido-, pudiera hacer lugar a la solicitud 
realizada por cualquiera de las partes -recordemos que ya habíamos incorporado a los demandantes también-, 
en aquellos casos no previstos en los literales anteriores. El Juez también podía, por similares razones, 
cuando no se dan estos casos, hacer lugar al no control del pago. 


Nosotros, para evitar demoras en el trámite procesal, habíamos puesto expresamente: "Su resolución se 
tomará sin dar vista a la contraparte y dicha resolución no recibirá recurso alguno". En este caso, la 
contraparte no se ve afectada en ningún derecho, y quien en todo caso se ve afectado es el propio Estado, que 
no va a controlar el pago del impuesto. Entonces, el Senado da a la otra parte la opción de recurrir la decisión 
del Juez, porque se dijo que con esto perforábamos el derecho procesal y que, prácticamente, se caía todo el 
sistema de derechos de la contraparte por esta incidencia que se da en el proceso que no tiene recurso. Sobre 
este tema hay antecedentes en otras leyes de la posición tomada por la Cámara; por lo tanto, entendemos que 
para este tipo de eventos o incidentes en el proceso, es correcta la resolución que habíamos mantenido en el 
proyecto de ley aprobado por la Cámara. 


La modificación más grave que entendemos que se introdujo es la siguiente. El Senado previó que cuando se 
pague este impuesto con cargo a la liquidación se calcule sobre el monto de la liquidación, o sea, con los 
intereses corridos hasta el momento de la liquidación, que puede ser dos, tres o cuatro años después. A 
nuestro juicio, esto cambia el fundamento legal del impuesto, que es un impuesto a la demanda y, por lo 
tanto, el hecho de que no haya sido pagado en su momento está alterando la forma de liquidar. Nosotros 
estamos simplemente modificando un artículo que decía cómo se pagaba el tributo y no sobre la generación 
del tributo. 


Nosotros proponemos que el texto quede redactado de la siguiente manera: "Cuando se autorice la 
postergación del control del pago y este correspondiendo no se hubiera efectuado, se realizará generando un 
crédito privilegiado con cargo a la liquidación", que es exactamente lo que decía anteriormente. Terminamos 
diciendo: "El impuesto se calculará sobre el monto de la demanda, según lo establecido en el artículo 480" - 
innovamos en este sentido-, eso sí, actualizado por IPC. 


Nosotros no estamos postergando el pago sino el control del mismo. Si no se controló, se va a controlar que 
sea pagado en ese momento con cargo a la liquidación, pero manteniendo el mismo importe, porque es un 
impuesto a las ejecuciones judiciales, a la demanda judicial, y por lo tanto entendemos que no debe 
cambiarse. Lo otro sería un perjuicio muy serio para el demandado, quien tendría que pagar, aunque sea vía 
liquidación, un importe mucho mayor, porque obviamente los intereses moratorios por el plazo en que se 
continuó el proceso y la sentencia judicial agravarían mucho la condición de quien en algún momento 
pretendimos beneficiar con este proyecto. 


Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, sobre estos aspectos queremos trabajar con los Senadores, 
para tratar de llegar a un acuerdo y en un trámite muy rápido aprobar en la Asamblea General un proyecto 
sustitutivo. Pero formalmente, debemos rechazar antes las modificaciones del Senado y mantener nuestro 
proyecto. 


Estamos planteando acordar con la Comisión del Senado, para llevar un proyecto de consenso, de manera que 
no demore el tema y que sea simplemente una cuestión de trámite. 


SEÑOR POSADA.- Consulto al señor Diputado Asti si se ha avanzado en el acuerdo con los Senadores 
del Encuentro Progresista. 


SEÑOR ASTI.- Los Senadores están en conocimiento de este proyecto. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se rechazan las modificaciones 
del Senado. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


De acuerdo con lo que habíamos solicitado en su momento el señor Diputado Posada y quien habla, el 
desglose de los artículos del mensaje del Tribunal de Cuentas que, precisamente, tenían que ver con otro tema 
que tenemos en el orden del día, el de la intervención preventiva del Tribunal -un proyecto presentado por el 
señor Diputado Posada y el señor Diputado Lacalle Pou-, la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda nos remitió todo el mensaje del organismo. Por lo tanto, solicitamos a la Secretaría que realice el 
desglose de los artículos. 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


(Se retoma la versión taquigráfica). 


Tenemos el gusto de recibir a dos colegas, los señores Diputados Chifflet y Lacalle Pou, quienes 
habían solicitado plantear los fundamentos del proyecto de ley que presentaron recientemente, 
ampliando lo establecido en la exposición de motivos y articulado del proyecto. 


SEÑOR CHIFFLET.- Vamos a ser muy concretos. 


Creo que este es un proyecto realmente bien redactado en el sentido de que apunta exactamente a un 
problema y marca los caminos de solución. 


En primer lugar, quiero dejar constancia de que, fundamentalmente, este proyecto fue elaborado por el señor 
Diputado Lacalle Pou, quien ha tenido la generosidad de solicitar mi firma en razón de que tenía noticia de 
que sobre estos temas me estuve preocupando años atrás. Esto no es habitual. Generalmente, todos tenemos 
las mismas inquietudes y preocupaciones en muchos temas, pero no es habitual que se invite a participar a un 
adversario que piensa en forma similar. Esto lo atribuyo a una generosidad propia de la juventud y la 
capacidad del legislador Lacalle Pou. 


El objetivo de este proyecto es que los empleados que trabajan para empresas del Estado que han tercerizado 
servicios perciban salarios decorosos. Esto es esencial. En alguna oportunidad lo hemos planteado, inclusive, 
en relación al propio Poder Legislativo. Actualmente, la Comisión Administrativa ha tomado medidas al 
respecto y se está superando o está en vías de superación ese asunto. En algún momento se había presentado 
una situación muy delicada. Cuando hablamos de la explotación en el norte o en algunos lugares alejados 
donde había sueldos de $ 1.200 o $ 1.800, desde la propia Oficina de la Presidencia se titulaba el tema como 
"trabajo esclavo". Guardé eso especialmente años atrás. Cuando lo planteamos en el Parlamento tuvimos 
algún incidente o vivimos situaciones molestas con algún legislador que preguntaba por qué no 
denunciábamos eso ante la Dirección Nacional del Trabajo. Obviamente, dejamos pasar un año o dos porque 
creíamos que, como legisladores, teníamos obligación de presentarlo ante el Parlamento; luego lo planteamos 
con un informe de un abogado laboralista y, desde luego, se tomaron medidas radicales que obligaron a hacer 
una nueva licitación en el Palacio Legislativo. 


Este tema que se nos planteó a nosotros se presenta también en otras empresas del Estado que tercerizan 
servicios. Los salarios en la mayoría de esos casos no son siquiera decorosos. ¿Cuál es la realidad que se ha 
observado en muchas instituciones? Los salarios son muy bajos y apenas superan en algún caso el salario 
mínimo nacional. Como ustedes saben el salario mínimo nacional en su momento, cuando se fijó, decenas de 
años atrás, era realmente eso, luego, como era una variable que se utilizaba para distintos ajustes, no se 
actualizó y ello determinó que quedara sumamente atrasado. Inclusive hoy, aunque ha tenido alguna 
actualización, es un salario que no se puede calificar como salario mínimo nacional. ¿Cuál es la 
consecuencia? Que el salario lo fija el mercado y en momentos de desocupación, como es lógico, los sueldos 
bajan abruptamente y en estas empresas tercerizadas no se cumple -como señala el señor Diputado en la 
redacción- con los cometidos del Estado. Se trata de buscar una mejora en la situación de distintas empresas. 
¿Por qué? Es obvio -en esto coincidimos todos- que la ganancia o el lucro no pueden estar basados en 
remuneraciones indignas. Una tercerización, para que sea de interés público, necesariamente debe constituir 
una fuente de trabajo con salario digno. ¿Cómo se hace para evitar distorsiones? Se establece en el proyecto 
que en las bases o pliegos de todo llamado se fijen las retribuciones mínimas. Esto debe quedar claro para 
que al adjudicarse la licitación, la empresa del Estado sepa exactamente cuál va a ser el salario y las 
condiciones de trabajo. Desde luego, se establece algo más: los mecanismos de control de los salarios y de 
los aportes al Banco de Previsión Social y al Banco de Seguros y algunas normas laborales elementales que, 
por lo general, estas empresas no cumplen. 


Recibido este proyecto que firmamos en forma conjunta por gentileza del señor Diputado, pude informarme 
de que en algunas empresas del Estado, como por ejemplo ANCAP, ya en junio de este año se habían tomado 
algunas medidas que están en el mismo camino que marca este proyecto para todas las empresas. Subrayo 
que esta es una preocupación generalizada y es un tema a superar porque los salarios de estas empresas 
tercerizadas realmente constituyen situaciones que a uno lo erizan cuando analiza la realidad, porque se trata 
de gente que apenas trabaja por la comida y poco más. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LACALLE POU.- Agradezco a la Comisión que nos dispensara este rato. 


Entré a esta Casa con veintiséis años y entre mis fines estaba el de escuchar a los que más habían trillado en 
esta vida. Hace tres o cuatro años escuché al señor Diputado Chifflet quejarse acerca de lo que ganaban los 
operarios de la empresa tercerizada en el Parlamento, en virtud de la discusión del Presupuesto de la Cámara 
de Diputados. Nos quedó esa preocupación en la cabeza; empezamos a tomar contacto con gente que trabaja 
en distintas empresas para el Estado y vimos que se daba una constante no sólo en el Poder Legislativo. 


Sucede que cuando se llama a licitación la variable sueldos está dentro de las posibilidades que tiene la 
empresa para lograr mejor posicionamiento en el momento de ser elegida. Si uno preguntaba, una empresa 
pagaba $ 30 la hora y otra $ 9. Estaba clarísimo que si los aportes al BPS y todo lo que debía hacer la 
empresa para acceder a la licitación eran lo mismo, la variable siempre era el salario de los operarios. Bien 
decía el señor Diputado Chifflet que nos quejamos de empresas privadas que pagan salarios de miseria y ante 
nuestros propios ojos está sucediendo ese tipo de situaciones. Muchas veces observamos también que la 
empresa cobra por operario. Me acuerdo que aquí en el Parlamento cobraban $ 9.000 por operario y el sueldo 
era de $ 2.700. Es cierto que había que agregarle los aportes al BPS y el equipamiento que se daba al 
empleado pero, de todos modos, distaba enormemente lo que la empresa percibía por operario de lo que se 
pagaba al trabajador. 


Creemos que los proyectos de ley que tienen la firma de más de un legislador de distintos partidos deberían 
tener un tratamiento más rápido o menos dificultoso en las Comisiones respectivas. Lo que es justo no tiene 
color. A veces, no es posible, pero si es justo y es posible, no tiene color. 


La inquietud en mi mente provino del señor Diputado Chifflet. Hablando con algunos compañeros días atrás 
les dije que iba a consultar esto con un señor Diputado con quien habíamos tratado el tema e íbamos a 
presentar un proyecto de ley. Creo que se está haciendo justicia y, por supuesto, espero que, de ser posible, la 
Comisión le dé el tratamiento que merece y lo apruebe. 


SEÑOR BRENTA.- En realidad, hoy hay un ámbito de negociación colectiva en el cual se ha alcanzado 
por distintas vías -por acuerdo, por decisión del Poder Ejecutivo- laudos en los diferentes sectores. 


Creo que la preocupación que los señores Diputados plantean es absolutamente legítima. Recuerdo 
que, debido a mi actividad privada, en algunas oportunidades conocí empresarios que explicaban que 
sólo el pago del salario mínimo y las cargas sociales demostraban que era imposible que se realizaran 
determinadas ofertas a organismos públicos, sobre todo, en empresas de limpieza, donde el 
componente mano de obra es esencial. Uno hacía la cuenta y era evidente que las empresas no 
aportaban o, al menos, no lo hacían por algunos trabajadores. 


Me parece muy bien que se establezca un mecanismo por el cual sea obligatorio que las empresas 
contratantes respeten los laudos acordados. Y esa es mi duda, porque me parece que eso es lo que debería 
establecerse. 


SEÑOR CHIFFLET.- Justamente, en el caso de ANCAP que cité, se plantea en primer lugar un ajuste 
a principios generales; serían principios generales que deberían tener en cuenta todas las empresas 
públicas y quizás también los municipios, que no los incluimos para respetar su autonomía. En 
ANCAP se establece concretamente que, si estando adjudicada la licitación se produce un laudo, deben 
ajustarse a él y si éste fuera inferior, de todas maneras, rige el contrato inicial de adjudicación de la 
licitación. 


Veo muy útil este proyecto en el sentido de que fija normas de manera general, muy clara y sin complicar las 
cosas. Luego cada instituto dictará normas específicas de acuerdo con sus necesidades. Por ejemplo, en 
ANCAP hay algunas empresas tercerizadas que tienen que cuidar especialmente el tema de insalubridad, de 
los accidentes de trabajo, etcétera. 


La virtud esencial que veo en este proyecto es que fija criterios generales para todas las instituciones, luego 
cada una de ellas dictará normas particulares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi actividad profesional he estado de los dos lados del mostrador. 
Entiendo que, por la amplitud que tiene la expresión "ejecución de servicios” y debido a que hay 
empresas en las que existe una diversidad de trabajos que implica una cantidad muy grande de cargos 
y especializaciones, al Ente le sería muy difícil en el momento de la licitación conocer cuál va a ser la 
estructura de cargos que va a tener la que resulte adjudicataria. Por su especialización, hay empresas 
que pueden estar más o menos mecanizadas y sería muy difícil establecerlo. Comparto lo que decía el 
señor Diputado Brenta en cuanto a que, teniendo toda una normativa de Consejo de Salarios ya 
tendríamos de alguna manera resuelto parte del problema estableciendo que, como mínimo, deberá 
controlarse la adecuación de todos los salarios a lo que se haya resuelto en el Consejo respectivo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Con el señor Diputado Chifflet partimos de distintas filosofías e ideologías 
pero encontramos un punto en común. Si empezamos a hablar de los laudos, seguramente, tendremos 
alguna diferencia. Sin embargo, en este caso, estamos subiendo un escalón más. Los laudos existirán o 
dejarán de existir según quién gobierne y si se llega a acuerdos. Lo que tiene permanencia y es una 
regla general y abstracta de cumplimiento obligatorio en todo el territorio de la República es el 
Derecho Positivo, la ley. Por eso le damos una jerarquía superior a los laudos que se alcancen en los 
distintos ramos laborales. 


En cuanto a la pregunta del señor Presidente, cuando ANCAP llama a través del Diario Oficial a interesados 
en la ejecución de determinada obra, establece lo que se necesita y cuáles van a ser los operarios. Si no lo 
hace, este proyecto de ley así lo establecerá. No dice cuántos pero sí cuáles. Creo que los obstáculos son 
fácilmente salvables en aras de una justa retribución de los operarios. No soy especialista y no tengo la 
experiencia del señor Diputado Asti, pero lo que he visto es que cuando se hace un llamado se fijan las tareas 
que se van a desempeñar. Ahí es donde se fijaría el salario. Por supuesto, no es lo mismo lo que cobra un 
capataz que un peón o un operario del servicio tercerizado. Hay que tener claro que al final del artículo 1* 
dice: "[...] la retribución mínima obligatoria que deberán percibir los trabajadores de la empresa adjudicataria 
asignados al cumplimiento de dichas tareas". Cuando hace referencia a "dichas tareas" son las que están 
claramente establecidas en el contrato y sólo corresponden al personal asignado de esa empresa. 


SEÑOR CHIFFLET.- En algunas empresas tercerizadas hay categorías y, por ejemplo, ANCAP 
establece que para cada una de ellas debe definirse lo que se va a pagar. Creo que el proyecto, en 


términos generales, apunta a algunos conceptos que todas las empresas del Estado deberán cumplir. 
Luego, cada una fijará la normativa específica que corresponda. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Quiero hacer una aclaración en base a lo que acaban de explicar. 
Entiendo perfectamente a la ley como marco más general y más abarcativo que el Consejo de Salarios. 
Cuando se dice que se establecerá la retribución mínima obligatoria, tendrá que haber alguien que la 
defina. ¿Cuál es el parámetro? ¿Quién participa? Participa la empresa que va a usufructuar de los 
servicios, pero ¿quién establece el criterio del mínimo? Las dos empresas pueden llegar a un acuerdo 
por el que el mínimo sea $ 1.000. Hay un mínimo obligatorio, pero ¿quién establece la obligatoriedad? 
¿El Consejo de Salarios? ¿Qué ocurre si no hay laudo? 


SEÑOR LACALLE POU.- El artículo 1” establece que será el Estado en sentido amplio -entendiendo 
por tal todos los organismos y Poderes correspondientes- el que fije la retribución mínima. Por 
supuesto que si funcionan los laudos de los Consejos de Salarios durante este período de Gobierno, la 
retribución no será inferior a lo que ellos establezcan. ¡Ojalá sea superior! El espíritu del proyecto es 
que no quede librado al mercado ni a la posibilidad de ganar una licitación el pagar más o menos al 
operario. No queremos que el salario sea una variable. 


Por supuesto, este proyecto se puede modificar sin que pierda su espíritu. Si se decide tercerizar es porque 
ANTEL, ANCAP, UTE o el Poder Legislativo no están en condiciones de prestar el servicio o alguien puede 
hacerlo mejor. Ello no deberá significar, como ha ocurrido, que lo preste mejor y sea menos oneroso porque 
le está pagando sensiblemente menos a los operarios. 


SEÑOR CHA.- Sin duda, el objetivo que se persigue es muy noble y denuncia una materia donde algo 
tenemos que hacer. Hay derechos vulnerados y una triste historia en la materia que, al menos, habría 
que mitigar legislando. 


Se me ocurre que tendremos que estudiar y discutir el proyecto en virtud de que no logro ver cómo podemos 
establecer los parámetros que nos den garantía de objetividad al momento de determinar la recompensa 
salarial mínima. Podrían generarse asimetrías entre las propias empresas del Estado si frente a los mismos 
trabajos en distintas licitaciones se establecen diferentes remuneraciones mínimas obligatorias. Entiendo la 
fuerza legal como Derecho Positivo para plantear un bien superior, pero sigo considerando a los Consejos de 
Salarios y a sus respectivos laudos como un consenso social acerca de determinadas remuneraciones que 
tienen una fuerza muy importante; hasta ahora es el único instrumento por el que obtenemos parámetros más 
o menos consensuados entre las distintas fuerzas que plantea la conflictividad entre capital y trabajo. 


Este tema es muy rico y la discusión muy bienvenida. 


SEÑOR CHIFFLET.- El salario que pagará la empresa tercerizada no podrá ser inferior al laudo ni al 
salario mínimo nacional; desde luego, podrá ser actualizado y superior al laudo. Creo que el proyecto 
es muy claro en ese sentido. Todos los demás matices podrán ser decididos por cada empresa, que se va 
a regular por la normativa que vaya haciendo coincidir a todas. De esto no cabe la menor duda, porque 
así se fija en las normas generales del país. 


Una cosa más. Creo que el hecho de que públicamente diga la empresa adjudicataria cuál será el salario o los 
salarios que fija es esencial, porque si no, ni los propios trabajadores lo conocen y terminan siendo 
vulnerados derechos elementales. 


SEÑOR CHA.- La propia discusión parlamentaria de este tema genera un elemento de responsabilidad 
social y de persuasión de aquellos que acostumbran tomar el salario como una variable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, comparto el espíritu del proyecto. Como decía el señor 
Diputado Lacalle Pou, quizás trabajando en la Comisión podamos llegar a acuerdos más amplios. 


Nuestra duda sigue estando con respecto al tipo de servicios incluidos. Por las últimas expresiones, 
podríamos acordar en que el proyecto debería plantearse fundamentalmente para los servicios en los que hay 


un uso intensivo de mano de obra no calificada. Yo hablaba de ANCAP. Si este organismo quiere contratar un 
servicio de software, será muy difícil establecer los mínimos salariales, porque ello dependerá de la 
estructura de cada empresa adjudicataria y de cómo arme su oferta. Quizás sea más fácil establecerlos para 
las empresas que se ponían como ejemplo, respecto de las cuales hay referencias claras en los laudos o en la 
práctica habitual de contratación, a fin de que no sea la variable salarios la que posibilite o no ganar una 
licitación pública. 


SEÑOR GANDINI.- Comparto la intención del proyecto. Creo que tiene una complicación, por lo que 
quiero hacer una consulta. 


Cuando uno piensa en este tipo de situaciones, tiende a ver a aquellos sectores donde se ha dado más 
comúnmente esta problemática, que es en los servicios de limpieza o de seguridad. Sin embargo, la 
generalidad del proyecto abarca un sinnúmero de situaciones, inclusive algunas de difícil pronóstico: se van 
dando; se van generando. Muchas veces, el Estado contrata servicios que no conoce cómo se hacen, y no 
tiene capacidad para evaluarlo ni calibrarlo. Por ejemplo, la recolección de residuos no es la misma que hace 
diez años; si vamos a cuestiones más complejas, ni hablar. Si ANCAP contrata para limpiar un predio, 
tendremos peones, fleteros y tal vez a alguien que maneje una máquina. No sucederá lo mismo si contrata un 
servicio de calidad, de cobranza o de computación. 


En el proyecto se establece la carga a la Administración de que determine el tipo de tareas que se van a 
desarrollar y fije el mínimo salarial para cada una. Existiendo el laudo, bastaría con decir que las empresas 
deberán asegurar que todos sus empleados estén dentro del laudo correspondiente, pero se dice que se está 
buscando una permanencia aún mayor. 


Yo diría: ¿no es posible establecer la carga a la inversa? Me refiero a que cuando se requieran servicios, las 
empresas que liciten deban especificar el salario mínimo que pagan en cada una de las categorías. Entonces, 
la Administración controla que eso esté dentro los mínimos establecidos por los laudos o dentro de los 
parámetros fijados. 


Digo esto porque ya existe una inequidad entre los propios funcionarios de instituciones públicas 
recaudadoras y aquellas que son pobres, porque dependen de la Administración Central. A lo mejor, lo que 
para ANCAP es un sueldo digno de un chofer de camioneta, no es igual para Primaria, por nombrar dos 
organismos bien diferentes. Y con seguridad ambos van a encontrar ofertas por esos precios, porque para 
todo hay un mercado, y unos aspirarán a los que pagan más y otros a los que pagan menos, y el que paga más 
no se presenta, porque tiene otro nivel de calidad. Así como conocemos empresas de seguridad que envían 
empleados mal capacitados, sin ningún tipo de entrenamiento, reclutados de cualquier lado, sabemos que hay 
otras que eligen bien, capacitan, uniforman. También pagan mejor. ¿Adónde se presentan? ¿Adónde pagan 

$ 15 la hora? No; adonde pagan $ 100 la hora, que es en algunos bancos y en otras instituciones, que a su vez 
exigen buena presencia, buen uniforme, buena capacitación, manejo de recursos de defensa, etcétera. Eso lo 
regula el mercado. 


También en el Estado hay un mercado, y puede pasar que en ANCAP se sostenga que el guardia de seguridad 
debe ganar $ 50 la hora, pero Primaria no pueda pagar esa cifra sino solo $ 20 la hora. 


Pienso que debemos buscar un mecanismo en que la carga sea del otro. El laudo sería la regla mínima y en la 
eventualidad de que no lo hubiera, el Estado controlaría, pero que quien ofrece determine cuánto se gana en 
cada categoría y el Estado diga si corresponde o no. 


Es una reflexión producto de ver cómo funciona esto en la práctica, en el sinnúmero de servicios complejos 
que un Estado, a su vez complejo, contrata. 


SEÑOR LACALLE POU.- Es interesante lo que dice mi estimado correligionario, pero quiero hacer 
algunas puntualizaciones. 


Con respecto a las inequidades en los salarios públicos, en la Rendición de Cuentas de 2003 el Partido 
Nacional incorporó dos artículos, uno referido a que un funcionario público puede ganar hasta un 60% de lo 
que gana el Presidente de la República, y otro relativo a la obligación de ir tendiendo a que dentro del Estado 
en sentido amplio se cumpla aquello de a igual función, igual retribución. 


La posibilidad que plantea el señor Diputado Gandini acerca de invertir la carga es una buena idea, pero yo 
me pongo en el punto de vista de ANCAP, UTE o el Poder Legislativo, que fue quien llamó a licitación por 
imposibilidad de cumplimiento del servicio o por oneroso. ANCAP no va a decidir en base a quien le pague 
más o menos a sus empleados sino por quien le convenga más. 


Acerca de la puntualización que hacía el señor Presidente, en el caso de un servicio de software, el organismo 
tendrá que ir al laudo o tendrá que averiguar cuánto se paga. 


El centro, el núcleo duro de este proyecto de ley, lo que me atrevería a pedir a la Comisión que no cambiara, 

es que no se puede ganar o perder una licitación apretando el cogote del operario. Después, lo que se agregue 
o se saque me parece bien. No clasificaría en un proyecto de ley en base a si se trata de un limpiador o de un 

programador de PC, porque se juega con el bolsillo de uno y otro. 


SEÑOR CHIFFLET.- Aun en ese caso, los cargos especializados defienden su sueldo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Yo me vi tentado de incluir el salario que se paga en el organismo que 
realiza la licitación, pero no me pareció adecuado, porque pienso que hay organismos que pagan 
demasiado. Siempre pongo el mismo ejemplo: el Gerente General de UTE gana $ 130.000. Si mañana 
se llama a licitación para contratar ese servicio -es un ejemplo disparatado-, no se va a pagar ese sueldo 
que, además, estaría bien para UTE, pero el Gerente General del CODICEN gana sensiblemente 
menos. No quise partir de temas en los que estoy en desacuerdo, y en esto no incluyo al señor Diputado 
Chifflet. El salario equitativo tiene que serlo a nivel de país; lamentablemente, hay salarios 
privilegiados, como los del Gerente General de UTE o ANTEL, y hay salarios no privilegiados, como 
pueden ser los de un gerente general o un operario de otro lugar. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Es clara la intención del proyecto. Se refiere, por ejemplo, a 
cuando un empresario gana una licitación bajando y bajando el precio, y distribuye sus costos para 
obtener ganancia siempre a costa del salario. El objetivo es muy bueno, pero tengo mis dudas acerca de 
si el instrumento idóneo para lograrlo es que el pliego de condiciones determine el salario mínimo. Me 
parece que nos vamos a meter en camisa de once varas y podemos llegar a introducir otros elementos. 


El señor Diputado Lacalle Pou decía que la licitación la va a ganar quien convenga más al organismo de que 
se trate. No necesariamente, porque las normas del TOCAF obligan a elegir el mejor precio. El tema es cómo 
introducir un elemento que obligue a la empresa, no al Estado, a determinar en la licitación qué porcentaje 
significa el componente salarial en su estructura de costos. 


El señor Diputado Gandini decía que un organismo puede hacer un llamado a licitación para un servicio que 
no conoce, pero de todos modos está obligado a averiguar cuánto vale esa tarea de antemano, para determinar 
si lo que le están cobrando es razonable. 

Me parece que tendremos que adecuar la redacción para que cumpla su objetivo sin generar nuevas 
distorsiones, y tal vez tengamos que convocar de nuevo a los proponentes para no desvirtuar el espíritu de la 


iniciativa. 


SEÑOR LACALLE POU.- No cambia nada si la empresa me dice cuál es su componente salarial; lo 
que me importa es cuánto tiene a fin de mes un operario en su bolsillo. 


No comprendo por qué esto puede generar dificultades. Es tan simple, que lo único que va a generar son 
certezas para quien gana el salario y para quien se presenta a la licitación. Se borra una variable: el salario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de los colegas. 


Se levanta la reunión. 
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